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2. categorías complejas de suelo
A) Los suelos incluidos en el artículo 319 del Código 
Penal




























váez, 1997, Barrientos, 1996, martínez arrieta, 1997, Górriz,	2003.
2	 Górriz,	2003.
3	 a. vercher noGuera,	1996,	p.	550,	Górriz,	2003
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el	 Protocolo	 de	 Barcelona	 de	 1995	 o	 los	 paisajes	 pintorescos	
incluidos	 en	 la	 legislación	 de	 patrimonio	 cultural.	 En	 materia	
de	costas,	se	ocupa	la	Ley	25/1988,	de	28	de	julio,	de	Costas.	
En	aplicación	del	precepto	132.2	de	la	Constitución,	el	artículo	









c)	suelos que tengan legal o administrativamente re-
























bienes de interés cultural	que	puede	quedar	perjudicada	por	el	
efecto	de	una	construcción:	la	zona	arqueológica.	
d) suelos que por los mismos motivos hayan sido 




































con	 supuestos	 contemplados	 bien	 en	 la	 legislación	
estatal,	sea	general,	caso	de	la	Ley	4/1989,	de	27	de	





















El	 propio	 Tribunal	 Constitucional	 ha	 declarado	 en	 su	
sentencia	102/1995	que	espacio	natural	es	“cualquier	zona	 lo-

















dentro	del	 supuesto	previsto	 en	 el	 artículo	17	de	 la	
Ley	4/1989,	a	cuyo	tenor,	los paisajes protegidos son 
aquellos lugares concretos del medio natural que, por 
sus valores estéticos y culturales, sean merecedores 














por	 la	 construcción	 realizada	 en	 un	 suelo	 de	 hecho	
forestal	aunque	no	se	encuentre	configurado	de	esta	
manera	 en	 el	 planeamiento	 de	 aplicación,	 haciendo	
uso	de	la	cláusula	final	del	artículo	319.1	del	Código	
Penal.





















B) Supuestos complejos en especial


























sea	 regular.	 En	 particular	 en	 las	 zonas	 de	 especial	 protección	































disposiciones	 del	 artículo	 4,	 cada	 Estado	 miembro	 designará	
lugares	y	zonas	especiales	de	conservación,	teniendo	en	cuenta	
los	objetivos	mencionados	en	el	apartado	1.











































importancia	 para	 el	 medio	 ambiente,	 o	 bien,	 previa	 consulta	
a	la	Comisión,	otras	razones	imperiosas	de	interés	público	de	
primer	orden.
El	 Tribunal	 de	 Justicia	 de	 las	 Comunidades	 ha	 tenido	






















Ley	 4/1989	 ha	 encomendado	 la	 declaración	 y	 gestión	 de	 los	































a	 los	protagonistas	del	mundo	rural	sobre	 la	 iniciativa,	que	de	 llevarse	a	
cabo	en	los	términos	previstos,	va	sin	duda	a	modificar	los	sistemas	socio-





























normas	penales	 castigando	 las	 infracciones	más	graves	 contra	
el	medio	ambiente	en	el	marco	del	primer	pilar	comunitario	y	
































respecto.	 Una	 primera	 sentencia,	 pronunciada	 por	 la	 Sección	























































químicos	 contra	 la	 langosta”.	 La	 “especial	 protección”	 a	 que	

















































































































































análoga	 a	 las	 servidumbres	 de	 protección	 de	 aguas	 y	 costas	
mencionadas	 con	 anterioridad.	Sin	 embargo,	 esta	 categoría	 se	
encuentra	ausente	en	el	resto	de	las	leyes	autonómicas	en	materia	
de	patrimonio	arqueológico.	Por	lo	tanto,	dentro	de	los	límites	




de	 ordenación	 urbana	 se	 señalan	 los	 espacios	 susceptibles	 de	
protección	por	su	valor	histórico,	artístico,	etnográfico	o	arqueo-
lógico	para	su	traslado	a	las	administraciones;	a	continuación,	la	
Administración	 autonómica	 condiciona	 su	 aprobación	 al	 esta-
blecimiento	de	una	zona	a	veces	denominada	servidumbre	cuya	







































por los mismos motivos	 hayan sido considerados de especial 
protección.	Como	se	ha	indicado	más	arriba,	la	aplicación	de	esta	
cláusula	exige	un	cuidado	especial	a	los	efectos	de	no	vulnerar	
la	 interdicción	 de	 la	 analogía	 contra reo.	Centrándonos	 en	 su	









precisos	 como	 leyes,	 actos,	 decisiones,	 reglamentos	




































ambiental	 propiamente	 dicho.	 Sin	 embargo,	 nos	 encontramos	
en	 realidad	 ante	 un	 auténtico	 vial.	 Como	 se	 ha	 anticipado,	 la	




























activo	 del	 delito,	 si	 bien	 los	 dos	 primeros	 supuestos	 parecen	
pensados	en	la	intervención	de	personal	técnico,	pues	la	conducta	





































a)	la información favorable de proyectos de edifica-
ción.	Por	 tales	hay	que	entender	 el	que	 resulte	 exigido	por	 la	
normativa	urbanística	al	determinar	las	obras	sujetas	a	licencia,	
siempre	que	impliquen	una	edificación	como	resultado17.
b)	 la información favorable de licencias contrarias 




























































































































23	 díez ripollés et alii,	2004,	pp.	168	ss.
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d)	la votación a favor de la concesión por sí mismo o 















































































































ante	 las	 infracciones	 urbanísticas,	 parece	 difícil	 extender	 esta	
responsabilidad	a	cada	uno	de	sus	funcionarios	o	a	uno	en	parti-
cular.	Sin	embargo,	esta	argumentación	es	rebatible	en	algunos	
supuestos,	 como	 los	 que	 acaecen	 cuando	 la	 Administración,	
advertida	de	oficio	o	a	instancia	de	parte	de	la	existencia	de	una	
infracción	urbanística	grave,	no	pone	en	marcha	los	mecanismos	
para	 evitar	 de	 forma	 efectiva	 su	 continuación.	 De	 hecho,	 en	
la	doctrina	se	han	abierto	caminos	dirigidos	a	 la	atribución	de	
responsabilidad	 a	 las	 administraciones	 en	 supuestos	 concretos	
en	los	que	el	particular	bien	no	tiene	capacidad	de	autodefensa,	



































































































C) Entre la acción y la omisión. Los supuestos de la 
práctica en Galicia
La	diferencia	entre	la	acción	y	la	omisión	constituye	una	







tos	 referidos	 con	 anterioridad,	 pueden	 añadirse	 los	 siguientes,	
























2.	 Otros	 supuesto	 se	 encuentra	 en	 la	 concesión	 de	 una	
licencia	posterior	a	la	acción	que	constituye	un	delito	sancionado	
en	el	artículo	319	del	Código	Penal	y	que	de	ninguna	manera	es	

















































































–	Un	 garante	 interrumpe	 el	 curso	 salvador	 de	 un	 no-





















a	no-hacer,	sino	que,	por	el	contrario,	hace un algo al que es reconducible el 
resultado,	entonces	ello	quiere	decir	que	existe	una tercera forma,	distinta	




económica	 al	 verse	 privado	 de	 un	 derecho	 reconocido	 por	 un	
acto	declarado	lesivo	o	que	expropia	un	interés	reconocido	por	
un	acto	administrativo.
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